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DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / MÍNIMO VITAL / MENOR DE EDAD / SUBSIDIO FAMILIAS EN ACCIÓN COBRADO POR LA MADRE. TRÁMITES ADMINISTRATIVOS. BARRERAS. CONCEDE. CONFIRMA - En ese sentido, es evidente que resulta desproporcionada la medida tomada por el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, relacionada con la negativa de autorizar el pago de las sumas consignada en el Banco Agrario a favor del Menor TVN a la señora Mary Luz del Socorro Narváez Hoyos, madre del menor, cuando tiene pleno conocimiento de la imposibilidad material de titular del hogar de hacer efectivo el cobro, dado que se encuentra interno en un institución penitenciaria.

Ahora, no es que se reproche el control que sobre los recursos destinados al programa realiza la entidad y las limitaciones impuestas con el fin de que la ayuda llegue a su verdadero destinatario, de lo que se trata en realidad es que, en este caso en concreto, atendiendo la situación de fuerza mayor que impide que el menor disfrute del incentivo otorgado por la entidad, se permita a otro miembro del hogar beneficiado cobrar la suma respectiva y así evitar que los recursos sean devueltos al fondo.

En ese sentido, si bien las entidades involucradas cumplieron con el protocolo y los procedimientos establecidos para el pago de incentivos, al percatarse que se trataba del incentivo dirigido a un menor de edad debieron buscar soluciones reales y efectivas al inconveniente presentado en el cobro, pues debió primar el bienestar del menor, a quien precisamente por su condición de vulnerabilidad, le fue otorgada la ayuda por parte del Estado y no poner barreras que impidieran su disfrute.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiséis de abril de dos mil dieciocho
Acta N° 0         de 26 de abril de 2018
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver la impugnación formulada por el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social contra el fallo proferido por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría dentro de la acción de tutela que promueve el Personero de Belén de Umbría, doctor Gabriel Osorio Buitrago, en representación del menor TVN a esa entidad y al Banco Agrario de Colombia.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa el personero del municipio de Belén de Umbría en representación del menor de cinco años, TVN, que este se encuentra inscrito en el programa “Más Familias en Acción”, el cual le otorga un subsidio económico que debe ser reclamado por su progenitor, el señor Leandro Alberto Villa Mejía quien se encuentra recluido en la Cárcel de Varones de Anserma (Caldas) y por esa razón los últimos dos giros no han sido cobrados; que debido a este inconveniente, el titular de la cuenta procedió a conferirle poder para reclamar a la señora Mari Luz del Socorro Narváez, madre del menor; no obstante, el Banco Agrario de Colombia se negó a realizar el pago, aduciendo que el convenio con el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, no autoriza el pago a terceros.

Refiere que la solución dada por las accionadas, es que se traslade al recluso desde la ciudad de Anserma  hasta Belén de Umbría para realizar el cobro, lo que evidentemente generaría más costos, que los que representa la misma ayuda.

Considera que la actuación de las accionadas vulnera el derecho fundamental del agenciado al debido proceso, por lo tanto solicita su protección y como consecuencia, que se permita a la señora Luz Dary del Socorro Narváez Muñoz, reclamar el incentivo económico otorgado a su hijo.

TRÁMITE IMPARTIDO

La tutela correspondió por reparto al Juzgado Único del Circuito de Belén de Umbría, que en auto de fecha 21 de febrero de 2018 procedió a admitirla concediéndole a los accionados el término de dos (2) días a efectos de que ejercieran su derecho de defensa.  

El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social adujo en su defensa que si bien el menor TVN es beneficiario en aporte económico que otorga esa entidad y en tal virtud ha cumplido con girar el mismo, es claro que el procedimiento establecido por la entidad para su cobro, no ha sido observado por el beneficiario, dado que sólo se autoriza su entrega a los padres titulares y en ese sentido considera que no ha sido vulnerado ninguna garantía fundamental.
La entidad bancaria accionada por su parte, luego de hacer notar la improcedencia de la acción de tutela ante la existencia de otros mecanismos de defensa judicial, indicó que el pago de beneficios establecidos en el programa “Familias en Acción” solo se efectuaban personalmente al titular y así se lo hizo saber al accionante en respuesta a la petición formulada, por lo que considera que atenerse a la normatividad que regula el asunto, de ningún modo puede considerarse una afectación a los derechos fundamentales del beneficiario de la ayuda.
Llegado el día del fallo, el juzgado concedió la protección pretendida al considerar que la negativa de que el auxilio concedido al menor TVN sea cobrado por su progenitora vulnera el derecho fundamental al debido proceso, dado que las normas que regulan la entrega del incentivo contemplan la posibilidad de ser entregado a los adultos pertenecientes al núcleo familiar del actor, situación que debió considerar la parte demandada, máxime cuando la imposibilidad de cobro obedece a una fuerza mayor e involucra un  sujeto de especial protección, a quien se le han impuesto barreras y obstáculos administrativos que no está en capacidad de superar.
En consideración a lo anterior, ordenó al Banco Agrario que, previa consignación del incentivo por parte del Departamento para la Prosperidad Social, haga entrega del subsidio a el infante a la señora Luz Mary del Socorro Narváez Hoyos, de conformidad con el poder otorgado por señor Leandro Alberto Villa Mejía, padre del menor
Inconforme con la decisión, el Departamento para la Prosperidad Social la apeló insistiendo que no ha vulnerado los derechos del accionante, toda vez que ha actuado con apego a la ley, en el sentido de que el cobro de los auxilios brindados a un menor, en este caso el incentivo de salud, solo puede ser cobrado por los titulares de las familias participantes autorizadas por el programa, calidad que sólo tiene el señor Villa Mejía.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿La negativa de permitir que el beneficio económico recibido por el menor TVN del programa “Familias en Acción”, cobrado por su progenitora vulnera sus derechos fundamentales?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DEL PROGRAMA “MÁS FAMILIAS EN ACCION”
Concebido con el fin de reducir la pobreza y la desigualdad de la población más vulnerable del país, el programa “Más Familias en Acción”, entrega un incentivo económico para cubrir las necesidades en salud y educación de menores entre los 7 y 17 años de edad.
Dicho programa se encuentra regulado por la Ley 1532 de 2012 que en su artículo 4º establece quienes son beneficiarios del auxilio económico, siendo éstos: 
“i) Las familias en situación de pobreza, de acuerdo con los criterios establecidos por el Gobierno Nacional a través del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, en concordancia con lo establecido en los artículos 10, 20, 30 de la presente ley. ii) Las familias en situación de desplazamiento; iii) Las familias indígenas en situación de pobreza de acuerdo con los procedimientos de consulta previa y focalización establecidos por el programa y además las familias afrodescendientes en pobreza extrema de acuerdo con el instrumento validado para tal efecto.”

A su vez, el parágrafo 2º ibídem establece:  

“Las familias beneficiarias del programa Familias en Acción, con menores de 18 años, que sean desescolarizados, explotados laboralmente, muestren desnutrición, sean víctimas de maltrato físico y/o sexual, abandono o negligencia en su atención, que sean notificados por el ICBF perderán los derechos a ser beneficiados por Programa Familias en Acción. 

El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, reglamentará la materia, para que en todo caso los menores de edad que sean beneficiarios del programa no sean excluidos y que dichas ayudas sean otorgadas a los adultos pertenecientes al núcleo familiar del menor que no estén comprometidos en la vulneración de sus derechos”.
2. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

3. TRAMITES ADMINISTRATIVOS QUE CONSTITUYEN UNA CARGA PARA EL CIUDADANO.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que los trámites que a nivel administrativo se presenten entre las diferentes entidades, son ajenos al usuario.  Por lo tanto, cuando se alegan circunstancias de esa índole para negar o dilatar la prestación oportuna de cualquier servicio que se encuentre a su cargo, se vulnera garantías de raigambre constitucional.  En sentencia C-313-14 dijo por ejemplo:
“Los trámites administrativos internos de una entidad no pueden constituirse en una carga para el ciudadano. Reiteración jurisprudencial.
En repetidas oportunidades esta Corporación ha señalado que un trámite administrativo interno de una entidad no puede constituirse en una barrera para el disfrute de los derechos de una persona
. Las cargas administrativas internas le corresponde soportarlas a la entidad y no al ciudadano”.
2. CASO CONCRETO

El agente oficioso del menor TVN reprocha de las accionadas la negativa de autorizar a la madre de éste reclamar el beneficio económico girado a nombre de su hijo, aduciendo no tener la calidad de titular del hogar beneficiado, pues ésta recae en cabeza de su progenitor, quien no puede realizar los cobro dado que se encuentra recluido en la Cárcel de Varones de Anserma (Caldas). 
Lo primero que debe decirse es que si bien el asunto conlleva un conflicto económico, en la medida en que se reprocha la imposibilidad de cobrar un giro en una entidad Bancaria, lo cierto es que la relevancia constitucional la adquiere, cuando se percata la Sala que i) el beneficiario del incentivo económico es un sujeto de especial protección por su corta edad -5 años-, ii) el mismo le es otorgado como miembro de un grupo especial de población en condición de vulnreación –desplazado- y iii) conforme lo expuesto por la recurrente el auxilio fue otorgado como beneficio económico en salud –fl 64-. 
En ese sentido, es evidente que resulta desproporcionada la medida tomada por el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, relacionada con la negativa de autorizar el pago de las sumas consignada en el Banco Agrario a favor del Menor TVN a la señora Mary Luz del Socorro Narváez Hoyos, madre del menor, cuando tiene pleno conocimiento de la imposibilidad material de titular del hogar de hacer efectivo el cobro, dado que se encuentra interno en un institución penitenciaria.

Ahora, no es que se reproche el control que sobre los recursos destinados al programa realiza la entidad y las limitaciones impuestas con el fin de que la ayuda llegue a su verdadero destinatario, de lo que se trata en realidad es que, en este caso en concreto, atendiendo la situación de fuerza mayor que impide que el menor disfrute del incentivo otorgado por la entidad, se permita a otro miembro del hogar beneficiado cobrar la suma respectiva y así evitar que los recursos sean devueltos al fondo.

En ese sentido, si bien las entidades involucradas cumplieron con el protocolo y los procedimientos establecidos para el pago de incentivos, al percatarse que se trataba del incentivo dirigido a un menor de edad debieron buscar soluciones reales y efectivas al inconveniente presentado en el cobro, pues debió primar el bienestar del menor, a quien precisamente por su condición de vulnerabilidad, le fue otorgada la ayuda por parte del Estado y no poner barreras que impidieran su disfrute. 
De acuerdo con lo expuesto, encontrando que razón le asistió al Juzgado de conocimiento al amparar los derechos fundamentales del menor TVN y que las medidas tomadas por éste se encuentren encaminas a restablecer tales garantías, la sentencia de primer grado será confirmada en su integridad.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR sentencia proferida por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría el día 7 de marzo de 2018.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
TERCERO: ENVIAR lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES   ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 

� Sentencias: T-385/95, T-810/05, T-988/07, T-655/08, T-760/08.
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